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La ¡esoluciór1 emitida e¡ e1 Expediente 03 776-2013-PAITC es aquella que decl¿rra

IMPROCEDBNTE la demanda de amparo y está conlonnada po¡ 1os votos de los

rnagistrados Sardón de Taboada, Ledesma Nañáez y Ferrcro Costa, este último convocado
para dirimir la discordia suscitada en autos. Se deja constancia de que los magistrados

concuerdan en el seütido del 1állo y la Iesolución alcanza los tres votos conformes, tal como

lo prevé el articulo 11, primer párrafo del Reglamento Normativo del T¡ibunal
Constitucional en concordancia con cl artículo 5, cuarto pá(afo de su Ley Orgánica.

Asimismo, se adjunta el voto singular del magistrado Blume Forti .

Lina. 5 de llovienbre de 2018

Janef tír
dc la Sala Segunda
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VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

En el Expediente 05057-2013-PA/ tC (caso Huatuco Huatuco), así como en otros
(0678-2014-PA/TC, 1'764-2.011-P A/TC, etc.), he sostenido que, a mi criterio, la
reposición laboral ¡o tiene sustento en la Constitución, y solo deriva de una
interpretación enada del Tribunal Constitucional respecto al contenido del de¡echo al
tabajo.

En este caso. doña Sonia Pilar Delgadillo Quispe solicitó su reposición por haber sido
obielo, a su criterio. de un despido incausado. La Sala 1 del 'l¡ibunal Constitucional le
dio la mzón, decretando. mediante sentencia de 18 de agosto de 2010, que luera
repuesta (cfr. Expediente 241-201o-PA/TC).

Posteriormente, Delgadillo Quispe solicitó cn la vía iaboral ordina¡ia sc le paguen las
remu¡leraciones devengadas. El Pode¡ Judicial desestinró su pedido, porquc solo en los
procesos de nulidad de despido cabe ordenar este pago. Es correcto: el arlículo 40 del
D.S. 003-97-TR asi io eslablece.

Sin perjuicio de ello, empero, advierto quc la dcmanda es extemporánea, pues la
resolución de segundo grado que desestimó el pedido de la recurrente le fue notiñcada
cl 20 de abril de 2012, mientras que la demanda lue presentada el 20 de.junio de 2012,
fuera delplazo de treinta días.

Por demás, el recurso de casdción planteado por la recuÍe¡te resultó se¡ inconducente
(fojas 30), por lo que no procede computar el plazo de presentación dc la demanda
desde su notificación.

Por este motivo. la demanda debe ser declarada IMIROCI,DENTE

SARDÓN DE TABOADA

Lo q$e-

S

OT

pO.rw

Con el debido respeto por mis colegás, emito el siguiente voto al no concordar con los
argumentos ni el fallo del voto del magistrado Blumc Fortini.
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VOTO DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVAEZ

Co¡ el debido respeto por la opinión de mis colegas magistrados, en el presente caso

considcro que la dcmanda debe deolararse IMPROCEDENTE por las siguienles
razones:

Quc dcl análisis de la demanda, así como dc sus rccaudos, se desprende que Ia
pretensión de la recurrenle no está referida al ámbilo constitucionalmente prolegido de

los derechos que invoca. pues como es de advertime la aplicación,. ilaplicación e

interprelación del artíoulo 40 del Decreto Supremo 003-97-TR ('l'cxto Unico Ordenado
dei Decreto Legislalivo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral), son
atribuciones que corresponden a la jurisdicción ordinar'ia. Por ello, no es comfctcncia
rqlione maleride dc los procesos constitr¡cionales su dil.¡cidación, a menos que se
aprecie una actuación irrazonablc (cfr. rcsolución del nxpediente 00244-2009-PA7TC,
lu¡damento 3, entre otras), lo cualno sucede en el prescntc caso.

Col1l'orme se aprecia dc Ia scntcncia de vista cuestionada, la sala ]aboral emplazada
desestimó en segundo grado la demanda sobrc pago de remuneraciones devengadas,
argumcntando que solo en los procesos de nulidad dc dcspido y no en otro tipo de
proccsos judiciales cabe ordcnar su pago, y que el derecho a la remuncración se produce
siempre que se produzca una prcstación efecliva de servicios a 1ávor del emplcador. Itste
razonamiento no evidencia afcctación manifiesta que denote un proceder inegular, que
vulncrc cl derecho a la debida molivación de las rcsoluciones judiciales o la apreciación
adecuada dc los medios dc prueba, pues. al margen de que los fundamcntos veÍidos por
la sala emplazada resulten compafidos o no en su integridad por Ia recunente, resultan
una justificación mínima que respalda la decisión.

lin el caso concreto. la ¿ctora filc despcdida de lorma incausada, no mediantc un dcspido
mrlo. según la sentencia dc amparo ¡ecaída en el Expediente 00241-2010-PA/TC (fojas
,19-52). Es decir, no es ecluiparable su situacjón con respeclo de aquellos quicncs fucron

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Por otro lado. lampoco considero que cn el presente caso se encuentre compro¡¡etido el
dcrccho a la igualdad) pueslo que los dos grupos identiñcados en el lu¡rdamento 16 dei
voto dei magistrado Blume Foñini no son, en delinitiva, comparables. Los trabajadores
que han obtenido una scntcncia lavorable en un proceso ordinario labo¡al de nulidad de
despido y que consiguen su reposición, a quienes se aplica el pago de ¡emune¡acioncs
devengadas conlorme al artículo,10 dcl f)ecreto Supremo 003-97-TR, son trabajadores
quc fueroll objeto de un "despido nulo"; micntras quc. los trabajadores que obtienen una
senlencia favorablc cn un p¡oceso de amparo y consiguen su rcposición, a quienes frir?./
l¿tcie io les correspondería el dcrecho estipulado en el citado artículo ,10, son
trabaiadorcs quc ¡o neccsariamente son cesados mcdiante un despido nulo.
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despedidos en forma nula y fueron repuestos judicialmente (en un amparo o en un
proceso laboral de nulidad dc despido). En este último supuesto es dondc si considero
quc sería posible analizar, eI1 virtud del principio de igualdad, la aplicación del afículo
,10 del Decreto Suprcmo 003-97-TIt, pero tal situación no se presenta en este
expediente.

Adicionalmente, tampoco considero inazonable quc la legislación haya excluido dcl
pago de remuneraciones caidas a aquellos trabajadores despcdidos de forma incausada y
f¡auduien¡a. Cabe señalar que, si cl legislador ha optado por brindar mayor protección a
los casos de despidos nulos mediantc el artículo 40, sanoionando con el pago de las
remuneracioncs caídas además del mandato de reposición laboral, es porque en cjerricio
de su ponderación dcmocrática ha considcrado que estos despidos rcvisten mayor
gravedad que ai'ectan intensamente la dignidad dcl trabajador en comparación con los
demás despidos. Mueslra de ello es quc, tanto la j urisprudenc ia de este Tribunal como la
legislación (artículo 29 del Decreio Supremo 003-97-TR), han considerado quc el
despido nulo se limita a sL¡puestos sumamente denigrantes, como el despido por
veng¿uza por accionar contra el empleador. por motivo de ia afiliación sindical del
rrabajador o por pañicipar en actividades sindicales, por razól de discriminación por
sexo, raza, religión, opinión, idioma, discapacidad, o discriminación por razón de
embarazo, e1c,

Se debe tener presente que ha sido la propia Constitución, cn su aflículo 27, quien ha
reservado al legislador laboral la tarea de discñar la política dc rcparación de los
despidos arbitrarios y en e) ejcrcicio de esa potcstad constitucional, en cuanto a la
"reparación cconómica", ha dccidido a 1ávor del pago excepcional de ias
remuneraciones caídas a los trabajadores despedidos en forma nula. a pesar que no han
realizado trabajo e1¿ctivo en el liempo quc estuvieron cesados. Ahora bien. debc
aclararse quc tanlpoco es que los trabajadores dcspedidos en forna incausada o
lrauduienta queden absolutamente huérfanos dc tutela, pues además de Ia reposición
laboml habilitada por la jurisprudcncia de este Tribunal Constitr¡cional, también pueden
tmmitar prelensioncs de indemnización en los procesos ordinarios civiles, lo cual no
rcsulta inconstilucional

Por estas consideraciones, nri voto es por dcclarar IMPROCEDENTE la demanda dc
amparo.

Lo que,

s-

\(I,EDESMA NARVAtrZ
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Lo

VOTO DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con el mayor respeto por la posición de mis colegas magistrados, me adhicro al voto
del magistrado Sardón de Taboada, por las razones que ¿lli se indican.

s-

wl/yww

;l cT

il il iiltl



PO.rYd/§u
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

r riltilililililtil t tilil
EXP. N.. 03776-2013-PA/TC
t,IMA
SONIA PILAR DELGADILLO QUISPE

VOTO DEL MACISTRADO BLIIME FORTINI

ASUNTO

Recu¡so de agravio conslitucional intc¡puesto por doña Sonia Pilar Delgadillo

Quispe contra la resolución de fecl,a I de abril de 2013, de lojas 119, expcdida por la
Séptima Sala Civil de [a Corte Superior de Justicia de Lima quc declaró improcedente la
demanda de autos.

ANTECEDENTES

Con fecha 20 dc junio de 2012 la recurente interyuso demanda de amparo contra
la jucza superior de la Tercera Sala Laboral - Tribunal Unipcrsonal de la Corte Superior
de Justicia de Lima, doctora trlisa Ca¡los Casas, solicitando: i) se declare la
inaplicabilidad de la rcsolución de fecha 9 de marzo de 2012 que desestimó su demanda
sobrc pago de remuneraciones devengadas; y ii) se expida nueva resolución.

Sostiene que interpuso dem¿u1da sobre pago de remuneraciones devengadas cn
conlú de la Escuela Nacional Superior Autónoma dc Bollas Añes del Perú (Expediente
0134-2011), la cual fue desestimada en segunda instancia. Señala que ia senlencia
dictada es conhadictoda en sus fundamentos, pues po¡ un lado afirma quc cl I ribunal
Constitucional en sus sentencias ha definido el ca¡áctcr indemnizatorio y no
¡emunerativo de las remunc¡acioncs dcvcngadas, y, por otro lado, prescinde de dicha
jurisprudencia, que reiteradamente habia dejado a salvo el derecho de los demandantes
para hacer valer la prelensión de remuneraciones devengadas en otra via. Añade que la
Co¡te Intcramcricana de Derechos flumanos. en el caso de los magistrados destituidos
dcl l ribunal Constitucional conira el Estado peruano, hd ¡econocido también el derecho
al pago de salarios caídos, decisión que es vinculante pam el [stado peruano de acuerdo
a lo eslablecido en la Cuafta Disposición final y Tmnsito a de la Constitución.

Mediarte resolución de i'echa 3 de julio de 2012 el Décimo Juzgado
Constitucional de Lima declaró improcedentc la demanda, al considerar que no es labor
de lajusticia constitucional evaluar la interpretación y aplicación corecta de una norma
legal que resuelve una controversia.

A su turno, la Sala revisora confirmó la apelada, al considera¡ que la ¡esolució¡
judicial cuestionada ha cxprcsado en forma razonada y motivada las razones por las

cuales se desestimó la demanda laboral.
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FUNDAMENTOS

Delimitación del petitorio

1. El objeto de la presente dcmanda de amparo es que se deje sin efecto la ¡esolución
de fecha 9 de marzo de 2012 que desestimó la demanda sobre pago de

remuneraciones devengadas y, en consecucncia, que se expida nueva resolución
sobre el paúicular.

Sobre el rechazo liminar de l¡ dem¡rlda

3. Antes de analizar la alegada vulneración de los dercchos fundamentales prccisada

en el fundamento 2, debe examinar prcviamcntc si cn cl caso de autos es posible

cmitir un pronunciamicnto de fondo, toda vez que se ha producido ur ¡echazo

liminar de l¿ demirnd¿ en Ias inst¡ncia. prcr i¿c.

4. Al respecto, observo, en primer lugar, que el asunto püesto a discusión consiste en

la dete¡minación de si la resolución iudicial cuestionada contiene algún defccto de

motivación o si ha violado el derecho a la igualdad. En el examcn de dicha

determinació¡1 debe analizarse el contenido de la ¡esolución mencionada. sin
necesidad de mayores clemcntos fácticos o jurídicos que aquellos que estén

incorporados en ella. Iln dicho contexto, la ausencia del conhadiclorio con la jueza

superior de la Tercc¡a Sala Laboral - T¡ibunal Unipersonal de la Cofe Superior de

Justicia de I-ima demandada no ¡esulta indispensable a efectos de cpreciar

adecuadamente si en el caso de autos ha existido lesión de derecho fundamental o

no. Y es que más allá de los argumentos que pueda b¡indar dicha jueza en el

presente proceso de amparo para defender la vaiidez de Ia resolución judicial

cuestionada, io trascendente es la forma cómo csta construyó y presentó los

2. Examinada dicha demanda, sus recaudos y e1 rccurso de agravio constitucional,
aprecio que los derechos I'undamentales cuyo análisis quedan involucrados en el
caso de autos son el derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales y
el delecho a la igualdad ante la ley. El primero en tanto sc denuncia incoherencia en

la utilización dc la jurisprudencia del l'ribunal Constitucional sobre pago de
devengados y ausencia de consideración de la doctrina establecida por Ia Corte
Interamericana de Derechos Humanos con ¡elación a los sueldos caídos. El segundo
de¡ccho en ta¡to se cuestiona que la Sala emplazada haya excluido el pago de

remune¡aciones devengadas dispuesto por el arlícuio 40 del Decreto Supremo 003-
97- 1'R, al supuesto de la reposición ordcnada cn un proccso dc amparo.

l
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argumentos a efeclos de justificar la decisión adoptada en el proceso laboral
subyacente.

5. Por otro lado, conforme sc aprccia de la notificación obrante a fojas 96, y tal como

lo dispone el artículo 47 del Código Procesal Constitucional, en el caso de autos se

le ha notificado a la jueza demandada el ¡ecurso de apelación inter1uesto po¡ la
parte demandante contra la resolución de primer grado que declaró improcedente la
demanda de amparo, con lo cual se le l'ra permitido ejercer su derecho de del'ensa.

Además, el procurador público adjunto a cargo de los asuntos judiciales del Poder

Judicial se ha apersonado al presente proceso mediante esc to de fojas 103 y ha

presentado un inibrme escrito de lojas 123, brindando argumentos con el objeto de

que se desestime la presente demanda de amparo.

6- Por lo demás, si bien en el presente proceso no ha participado la Escuela Nacional
Superior Autónoma de Bellas Artes del Perú (Ensabap), cnte demandado en el
proceso laboral subyacente, considero que su ausencia no resulta determina¡te a

efectos de afectar la validez de Ia decisión a emitirse. Y ello porque no se va a

deteminar el pago de remuneraciones devengadas, objeto del proceso laboral, sino
que se va a decidir sobre los defectos de motivación o sobre la violación del
derecho a la igualdad por pade de la resolución judicial cuestionada. En todo caso,

la eventual nulidad de dicha resolución no suponc pronunciamiento sobre la
estimación o no de la pretensión de pago de remuneraciones devengadas, en tanto
ello es competencia de Iajurisdicción ordina a: en todo caso solo podrá disponerse

la renovación de la resolución judicial eventuaimente anulada, con la corrección de

los deibctos de motivación cncontrados o la adecuada considc¡ación del derecho a
la igualdad. En su caso, dicha eltidad puede exponer los argumentos sobre la
referida pretensión ante la Sala demandada, que debe volver a emitir
pronunciamiento sobre dicho asunlo.

7. En consecuencia, teDielldo en cuenta que cxiste¡ los elemenlos para emitir un
pronunciamiento sobre el lbndo del asunto: que no se ha afectado el derecho de
defbnsa de los demandados, ni derechos de terceros; y atendiendo al hecho de que

la demanda de pago de ¡emuneraciones devengadas data del año 2010, y que por lo
mismo, existe la necesidad de que se defina si la misma l'ue resuelta de un modo
constitucionalmente adecuado o no; en aplicación del principio de economia
procesal recogido eD cl artículo III del Titulo Preliminar del Código Procesal
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Constitucional, y de la jurispmdencia sob¡e la materia (sentencia emitida en el

Expediente 4587-200,1-PA/-I'C, FJ.21), coresponde evaluar el fondo del asunto, y

emitir un pronunciamiento al respecto.

8. La constancia de establecer que la exigencia de que las decisiones judiciales sean

motivadas "garantiza que los jueces, cualquiera sea la instancia a la que

petenezcan, expresen el proceso mental que los ha llevado a decidir una

controversia, asegurando que el ejercicio de la potestad de administrar justicia se

haga con sujeción a la Constitr¡ción y a la ley; pero también con la finalidad de

facilitar un adecuado ejercicio del derecho de defensa de los justiciables" (sentencia

recaida en el Expediente 01230-2002-HC/TC, FJ. l1). De este modo, la motivación
de las resoluciones judiciales se revela tanto como un principio que informa el

ejercicio de la función jurisdiccional, así corno un de¡echo constitucional que asiste

a todos los justiciables (sentencia .ecaída en el Expediente 08125-2005-HCffC, FJ.

t0).

9. La motivación debicla de una ¡csolución judicial, como se ha sostenido a lo largo de

la jurisprudencia, supone la presencia de ciertos eleme¡ttos mínimos en la
presentación que el juez hace de las razones que permiten sustentar la decisión
adoptada. En primer lugar, Ia cohe¡encia intema, como un elemento <¡ue permite

verilicar si aquello que se decide se de¡iva de las premisas establecidas por el
propio juez en su lundamentación. En segundo lugar, la justificación de las

premisas extemas, como un elemento que permite apreciar si las afi¡maciones sobre

hechos y sobre el derecho hechas por el juez se encuefltraü debidamente sustentadas

en el material normativo y en las pn¡ebas presentadas por el juez en su resolución.
En tercer lugar, la suñciencia. como un elemento que permite apreciar si el juez ha

brindado las razones quc sustenten lo decidido en función a los problemas
relevantcs deteminados por el juez y nccesaios para la solución del caso. En
cuarto lugar, la congruencia, como un clcmento que permite obse¡var si las razones

cxpuestas responden a los argumcntos planteados por las partes. Finalmente, la
cualilicación especial, como un elcmento que pen¡ite apreciar si las ¡azones

especiales que se requieren para la adopción de determinada decisión se encuentran

expuestas en la resolución judicial en cuestión (sentencia recaída en el Expedienle
0728-2008-PHC/TC, FJ. 7).

Sobre el derecho a la motivación de las r€soluciones judiciales
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10. En el caso de autos, abviefio que la resolución judicial en cuestión tiene vicios de

motivación por suñciencia y congruencia. En efccto, la motivación es insuficiente
en lo relativo a la forma cónro la Sala ha relacionado el pronunciamiento de la

Corte lDteramericana de Derechos flumanos en el caso de los magistrados

destituidos del Tribunal Constitucional conta el Estado peruano con la exigencia

de que se paguen remuneraciones devengadas o sueldos caídos en el proceso

judicial subyacente. Y es que la Sala demandada ha recogido, en el fundamento

cuafto de la sentencia (a fojas 26), el pánalb 121 del pronunciamiento de la Corte

do¡de se estableció como un c¡iterio a efectos de lijar la indemnización que les

correspondia a los magistmdos destituidos, los salarios caidos y demás derechos

laborales en el ticmpo que permalecieron sin trabajar, y ha añrmado a continuación
que "este precedente [es] vinculante en aplicación de la Cuarta Disposición Final y
Transitoria de la Constitución Política de 1993". Sin cmbargo, a pesar de dicha
afirmación categó ca, nada más dice la Sala respecto dc la aplicación conc¡eta o no

del ¡eferido criterio de la Cofie al proceso laboral instaurado por la actora.

Teniendo en cuenta entonccs que la Corte Interame cana de Derechos Humanos,
en el referido caso de los magistrados destituidos del Tribunal Conslitucional,
estableció el pago dc sueldos caídos como una lbrma de reparar a los magistrados
po¡ la destitución arbitraria de sus cargos, ia Sala debió expresar la razón por la que
no cabia, en el caso de la recu(cnte, pagar remuneraciones devengadas por (]l ccse
arbitrario de su puesto de trabajo dcter¡rjnado en un proceso de amparo anterior
(resuelto mediante sentencia recaída en el Expedicntc 0241-201o-PA/TC). Nada
dice, sin embargo, la Sala emplazada al ¡especto.

ll. Observo, por otro lado, qüe la resolución judicial cuestionada ha utilizado
jurisprudencia del Tribunal Constitucional para sostener que la preter$ió¡r de la
demandante no procedía, pues de acue¡do a las citas jurisprudenciales hechas en el

ñmdamerto tercero (lojas 26): i) la remuneración conslituye una contraprestación
por ua servicio real y no correspondc por un periodo no laborado, y ii) las

remunetaciones devengadas tienen carác1er indemnizato o. Aunque no lo ha

expresado con pulcritud, queda claro que la Sala consideró, con base en dichas cilas
jurisprudenciales, que la preteÍsión planteada no procedía por cuanto ha sido

lbrmulada como pago de "renuneraciones devengadas", cuando lo dejado de

percibir producto del despido arbilmrio no puede rcclama¡se como lo ha hecho la
actora como "pago de remuneraciones", sino como indemnización.
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12. Dicho razonamiento revela un defecto de congruencia con ¡elación a la pretensión

planteada. Y es que la demandante del proceso laboral subyacente no le pidió a la
judicatura que defina el carácter o la naturaleza .jurídica de las "remune¡aciones

devengadas", y que se le reconozca en todo caso que tienen carácter remuncrativo.

Lo único que pidió la recurrente en dicho proceso es que se le pague lo dejado de

percibir entre la lécha en que se produjo el despido y la 1¿cha en que ñnalmente la

repusieron. A esa pretensión la demandante la calificó como "pago de

remuneraciones devengadas", recogiendo el tenor y la base normativa dcl aatículo

40 del Decreto Supremo 003-97-TR. No obstante, dicha caliñcación no era la
mate¡ia controvertida en cl asunto de si la pretensión de pago de 1o dejado de

percibir podia ser calificado como rcmune¡ación o indemnización, sino solamente

establecer si dicha pretensión de pago e¡a ju¡ídicamente admisible o no. La Sala no

ha respondido a dicha cuestió¡ a t¡avés de las citas jurisprudenciales efectuadas,

pues ellas solo se limitan a afln¡ar el carácter indemnizatorio de dicha pretensión,

pero no a rechazar la procedencia de dicho pago.

13. Hastá ¿quí tenemos entonces que, en puridad, la Sala no ha brindado razones para

negar el derecho de la demandante a que se le pague, como parte de la reparación

por el despido arbitrario sufrido, lo dejado de percibir ente la fecha en que se la
despidió y la fecl'ra en que ñnalmente se Ia repuso. Dicha razón, sin embargo, la
b¡inda en los fundameltos quinto y sexto de la ¡esolución en cuestión, como
veremos a continuación,

Sobre el derecho a la igualdad

14. Como ha sostenido estc l'ribunal en diversas ocasiones, el derecho a la igualdad
(recogido en el artículo 2, inciso 2 de la CoDstitución Política del Peú) es "aquel
derecho que obliga, tanto a los podercs públicos como a los pafticula¡es, a btindar
un trato paritario a las personas que se enclrenlran en las mismas condicioncs o
situacioncs, así como a 1m1ar de manera desigual a las personas que estén en
situaciones desiguales, debicndo dicho trato dispar tener un fin legitimo, el mismo
que debe scr conseguido nediante la adopción de la medida más idónea, necesaria
y proporcional" (sentencia cmitida en el Expediente 000,1-2006-PI/TC, FJ. 118). Fls

decir, el derecho a la igualdad garantiza, cn línea de principio, que todas las
personas que se encuentren erl situaciones idénticas o similares sean t¡atadas de la
misma manera, lo quc supone que las diferenciaciones solo podrán cstar j ustificadas
eD razór\ a la condición disímil en que se cncuentren los sujetos involucrados y
siemprc que dicha condición sustente debidamente la diferenciación e1'ectuada.

I
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15. El argumento de lajueza demandada para afirma¡ que no existía el dcrccho al pago

de io dejado de percibir dcsde el despido hasla la reposición ha sido un argumenlo
de igualdad. En el fundamenlo c¡rinto de 1a resolución cuestionada la jueza sostuvo
que el pago de ¡emuneraciones dcvengadas estipulado en el arlículo 40 del D.S.
003-97-TR no pucde extenderse a los supuestos de despido decretados en un
proceso de amparo. Y no puede exlenderse dicha consecuencia legal porque no
puede homologarse la figura del efecto rcstituto¡io del ;unparo con la figura del
despido nulo contenido en el afticulo 29 dcl Decreto Supremo 003-97-TR. Precisa,
en dicho contexto, que la naturaleza juridica de ambas hguras es distinta, pues

mientras en el caso del amparo se prctende p¡otcgcr un derecho subjetivo, en el
proceso ordi[ario laboral se eva]úa la existencia de un despido nulo o no, de

acuerdo a las causales establecidas en el arliculo 29 del Decreto Supremo 003-97-
TR. Además, se precisa que el proceso de amparo no tiene por objeto "negar lá
existencia de actos pasados", sino solo restituir e1 ejercicio del derecho fundamenul
conculcado, mientras que el proceso ordinario laboral sí tiene carácter reparador y
no solo restitutorio, donde se pueden dilucidar pretensiones de tipo indemnizatorio.

16. l,a resolución judicial cuestionada está estableciendo una distinció[ entre dos
grupos de personas: i) los que obtienen una sentencja favo¡able en un proceso
ordina¡io laboral de nulidad de despido y consiguen su reposición, a quienes se

aplica el pago de remr¡neraciones devengadas ex artículo 40 del Decreto Supremo
003-97-TR; y ii) los que obtienen una sentenc;a favorable en un proceso de amparo
y consiguen su reposición, a quicncs no les corresponde el derecho estipulado en el
aficulo,l0.

17. Se aprecia que la cuestionada resolución ha rechazado brindar un trato igualitario a
ambos grupos, pues ha ente¡dido que ¡o son grupos comparables entre sí,
brindando los argumentos ¡eferidos en el fundamento 15. Sin embargo, considero
que ni¡guno de esos argumentos es válido y que, por lo mismo, la referida
resolución ha el'ectuado una comprensión deflcitaria del alcance del principio de

igualdad er el proceso laboral subyacente.

18. Dn primer lugar, la jueza demandada ha hecho depender el prilcipio-derecho de
igualdad de lo expresamente estipulado en la ley, afirmando que el pago por
remuncraciones devengadas solo procede en el caso del despido nulo, pues el
articulo 40 dcl Decreto Supremo 003-97-'fR únicamente lo ha previsto para dicho
supuesto y no ha establecido clue dicho pago se aplique por extensión o analogia.
Esta es pues una compiensión dellcitaria del principio de igualdad, en tanto este no
vale por referencia a la lbma cómo la ley brinda uÍ derecho a un gn¡po de personas
y a otras no, sino que prccisamcntc el aludido derccho busca hacer prevalecer el
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trato igualitario entre grupos o personas con propiedades similarcs frentc a un trato
diferenciado en Ia ley que no se encuentre adecuadamcnte justificado.

19. E¡tonces, el hecho de que el añículo 40 del Decreto Supremo 003-97-TR haya
prcvisto el pago de remuneraciones devengadas solamente paÉ el grupo de
perconas que obtienen una sentencia favorable en un proceso o¡dinario laboral de

nulidad de despido, y consigan por talto su reposición, no es una razón para afirmar
que otros grupos colocados en una situación similar no puedan acceder al pago
cstablccido cn dicha norma.

20. Se debe recordar, además, quc el hecho dc que el legislador haya establecido quc el
pago de remuneracio¡es devengadas solo procede eÍ el caso del despido nulo, tiene
su razón de ser en que de acuerdo a1 artículo 34 del Decreto Sup.emo 003-97-TR en

el caso del dcspido arbitrario, "por no habcrse expresado causa o no poderse
demostrar esta en juicio, el trabajador tiene derecho al pago dc la jndcmnizacion

establecida en el artícL¡lo 38, como única reparación por el daño sufrido". Sin
embargo, en la .jurisprudencia se ha determilado que en el caso de despidos
incausados o despidos fraudulentos, adcmás dcl despido nulo, también es posible la
rcposición (sentencias recaídas en los Expedientes 0976-2001-AA/TC y 0206-
2005-PA/TC), pues los referidos despidos afectan el contenido constitucionalmente
protegido del derecho al trabajo.

21. El primer paso para evaluar si ei grupo de personas que obticnc una sentencia
favorable cn un proceso de amparo y consigue su reposición debe merecer el
mismo trato que el grupo de personas que logra dicha reposición via un proceso
ordina¡io de nulidad de despido, es el relalivo a la evaluación de si ambos grupos
ostentan propiedades similares a efectos de ser comparados en cuanto al trato que
brinda la ley. En este punto, la resolución.iudicial cuestionada ha considerado que
no son grupos l'roÍr'rologables basándose en la distinta naturaleza del proceso judicial
en donde dichas personas obtienel su reposición. Ahondando en la naturaleza del
proceso de amparo, la rcfcrida ¡esolución ha allrmado que este proceso
constitucional no liene por objeto "negar la existcncia de actos pasados", siflo solo
restituir rll cjercicio del derecho l'undamental conculcado. Esto es, en el amparo no
se juzgaría el carácter de nulo o no dcl acto que dio lugar al despido, sino solo Ia
reposición del derecho.

22. Considero que los argumenlos brindados por la jucza demandada para afirm¿r el
carácter no honologable de los dos grupos referidos no son válidos, no solo porque
no justifican adecuadamente las dil'erenles propiedades de cada grupo, sino porque
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efectúan una afirmación sobre el objeto del proceso de amparo que no tiene un
adecrrado sustento fác1ico ni normativo.

24. Y ello es asi porque el artículo 40 del Decreto Supremo 003-97-TR ha establecido
dicho derecho no er l'r¡nción del lipo de proceso judicial en el que se dilucide la
nulidad dc despido, sino en función a la distinción que efectúa entre este tipo de

dcspido y cl dcspido arbitrario. En el caso del despido nulo, las causales que 10

configuran hacen ¡eferencia a situaciones lesivas de derechos fundamentales quc
convierten al despido en especialmente gravoso (discriminación por razón dc sexo,
raza, religión, opinión, idioira, discapacidad o de cualquier otra indole; violación
de la libe¡tad sindical; discriminación por razón del embarazo; violación del
derecho de acceso a lajusticia), castig¿rndo, por tanto, al acto que lo contiene con la
nulidad. La nulidad es pucs una consecuencia de la gravedad del despido por
habe¡se lesionado con él derochos fundamentales. Y las remune¡¡ciones
devengadas se han establecido como una forma de reparar iDtegaalmelte e1 daño
sufrido con ocasión de dicho despido.

E¡1este sentido es que se entiendo también el pánalb 121 de la sentencia de Ia CoÍe
Interamericana de Derechos Humanos (caso de los magistrados destituidos del
Tribunal Constitucional), cuando expresa que el pago de los sueldos caídos es una
fbrma de determinar la indcmnización que les coresponde a las victimas como
reparación integral por la violación de su de¡echo al debido proceso en sede
parlamentaria.

25. Es deci¡, la existencia del derecho al pago de remuneraciones devengadas depende
de una cuestión sustantiva relacionada con la reparación por la violación de
derechos fundamentales, y no de un asunto proccsal relativo a la vía en que se
dilucida un despido lcsivo de derechos fundamentales. Tan es asi, que el despido
nulo no solo se puede discutir cn un proceso ordinario laboral, sino tambien en un
proceso de amparo, y mal podría alirmarse que cuando en un proceso de amparo se

decla¡a la existencia de un despido nulo, no procede el cobro de remuler]ciones
devengadas, aunquc estas se deban pedir en ün proceso independiente del proceso
de amparo.

23. En efecto, cuando procede a establecer el carácter dive¡so de los grupos
mencionados, la jueza demandada centra su análisis en el tipo de proceso a través
del cual se obtiene la reposición, comparando los ñnes del proceso de amparo y los
fines del proceso laboral de nulidad de despido. Dicha compaación, no obstante, es

i¡relevante de cara a establecer la existencia del derecho al pago de remuneraciones
devengadas en el caso de los despidos decretados como arbitrarios en un proceso de

amparo.
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Por otro lado, es preciso recordar que 1a¡1to ei despido incausado como el despido
fraudulento, son tipos de despidos contm los que cabe plantear también la
pretensión dc reposición, de acue¡do a la jurisprudencia del T¡ibtmal
Constitr¡cional, y pueden ser discutidos hoy en cl proceso laboral ordinario, de

acuerdo a lo expresamente dispuesto por el I Pleno Jurisdiccional Supremo en

Materia Laboral de mayo de 2012. En consccuencia, mal ha hecho la jueza
demandada rln justificar la no extcnsión del de¡echo al pago de remuneracioÍes
devengadas con base en el tipo de proceso en el cual se determina Ia invalidez del
despido y la consecuente reposición.

26. Por lo demás, no resulta válida la asignación de un¿ distinción entre la invalidez del
despido que se decreta en un proceso de amparo y la invalidez que se dec¡eta en un
proceso de nulidad de despido, con base cn la consideración dc que en el amparo no
existe la linalidad de "negar la existencia de ¿ctos pasados", sino solo restituir el
ejercicio del derecho i'undamental conculcado. Es decir, se estaría aiirmando que en
el proceso de amparo solo se aniba a una sentencia de condena, donde se contienE
la orden de rcposición, pcro sin.juzgar la validez o no de los actos que dieron origen
a la violación de derechos fundamentales.

27. Dicha afirmaciór, como se adelantó, no tiene sustento fáctico ni normativo. Y ello
porque de acuerdo al artícr¡lo 55. inciso 2 del Código Procesal Constitucional, la
sentencia que declara fundada la demanda de amparo contendrá, "declaración de
nulidad de decisión. acto o resolución que hayan impedido el pleno ejercicio de los
derechos constilucionales protegidos con determinación. en su caso, de la extensión
de sus efectos". Es decir, el ref-erido artículo no solo no excluye la evaluació[ del
acto fuente de afectación del derecho fundamenlal, sino que obliga a que el juez sc
pronuncie sobre su validez o no, dccla¡ándolo eventualmente ¡ulo en caso se

dcte¡mine la violación del derecho lündamental invocado.

28. Por olro lado, er las sentencias donde se ha declarado fundada la dem¿rnda de
amparo. por dcspido incausado o liar¡dulento, y dispone la reposición del traba.jador
en su mismo pucsto de t¡abajo ü otro simil¿r, en la parte ¡esolutiva también se
determina la nulidad del despido o de la carta dc dcspido. Dicha nulidad se decreta.
por Io demás, como consecuencia de haberse declarado previamente la violación
del derecho al tÉbajo del demandante. Como e.jemplo de esta afirmación pueden
cita$e las sentencias recaídas en los Expedientes 0263 -2012-PA/TC, 16'71-2013-
P AITC,2270-2012-PA/TC, 0517-201 I -PA/TC y 3843-201 1-PA/ l'C.
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29. En rcsumen, no puede excluirse el pago de remuneraciones devengadas a las
pcrsonas beneficiadas con sentencia favorable que determine la nr-¡lidad de un
despido incausado o fraudulento, y disponga la reposición, con base en la
conside¡ación de que el arlículo 40 del Decreto Supremo 003-97-TR no la ha
prel,isto expresamente, o que dicha sentencia fue dictada en un proceso de amparo.
Tampoco en la consideración, como se vio en el acápite anterior, de que se ha

solicitado lo dejado de percibir como "remuneraciones devengadas" cuando lo
dejado de percibir tiene naturaleza indemnizatoria y no ¡emunerativa.

10. Lo crucial para determinar si los dos grupos de personas a¡riba señaiados son
homologables y, por tanto, deben recibir ull trato paritario, en cuanto al pago de
remuneraciones devengadas, es si la razón de que la ley haya concedido dicho pago
como una forma de reparación por el despido nulo se presenta también como una
razór1 para asignar dicho pago cuando se produce un dcspido incausado o
fraudulento. De acuerdo con la jtrisprudencia consolidada sobre este asunto, estimo
que dicha razón si se presenta también en el caso de los despidos incausados y
Iraudulentos. Y es que un despido sin expresión de causa o que recura a aur fraude
para separar a uÍ lÉbajador, viola la dignidad de dicho trabajador y su derecho al
tmbajo, en su dimensió¡ de no ser despedido sino por causa justa. Es decir, un
despido de ese tipo es también un despido lesivo de derechos lundamentales, por lo
que no solo debe merecer la sanción de nulidad y la orden de que se reponga al
trabajador en su mismo puesto de trabajo u otro simila¡, sino también la protección
reparado¡a que establccc el arlículo,10 del Decreto Supremo 003-97-TR- El
principio-derecho d< igualdad a.r ln exigc

31. Como la resolución judicial cuestionada ha excluido el de¡echo a cobrar
remuneraciones devengadas producto del despido incausado de que fue victima la
actora, y sirl embargo, dicho de¡echo viene exigido por el principio-derecho de
igualdad, se concluye que dicha resolución ha violado también el derecho a Ia
igüaldad de Ia recurrente.

Por estos fundamentos. considero que se debe declara¡ FUNDADA la demanda
de amparo, al haberse acreditado la violación del de¡echo a la motivación de las
¡esoluciones judiciales y del de¡echo a la igualdad; en consecuencia, NULA la
¡esolucióD de fecha 9 de marzo de 2012 expedida por la Tercera Sala Labo¡al - Tribunal
Unipersonal de la Corte Superior de Justicia dc l-ima; y, debe ordenarse que la Sala
demandada vuelva a emiti¡ resolución. tenie¡1do en cuenta los fundamentos de la
presente sentencia.

s.
BLUMtr FORTINI

Lo que


